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        SENTENCIA DEFINITIVA 

 

TERCERA SALA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO DEL ESTADO. VILLAHERMOSA, 

TABASCO, A DIECINUEVE DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS 

MIL DIECISISTE. 

 

VISTOS.- Para dictar sentencia definitiva en los autos del 

expediente número 458/2014-S-3, relativo al JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, promovido por EL C. la 

ANDRÉS ILICH JIMÉNEZ CÓRDOVA, contra actos del 

PRESIDENTE MUNICIPAL  y  DEL DIRECTOR DE ATENCIÓN 

CIUDADANA DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL 

DEL MUNICIPIO DE CENTRO, TABASCO, y; 

 

R E S U L T A N D O  

 

1/o.- Por escrito presentado ante este Tribunal el uno de julio del año 

dos mil catorce, el ciudadano ANDRÉS ILICH JIMÉNEZ CÓRDOVA 

promovió JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, contra actos 

del PRESIDENTE MUNICIPALY DEL DIRECTOR DE ATENCIÓN 

CIUDADANA DEL H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DEL 

MUNICIPIO DE CENTRO, TABASCO, de quien reclamó: “…La falta 

de contestación a mi escrito de petición de fecha seis de mayo 

de dos mil catorce, que fuera recepcionado ese mismo día, mes 

y año en las oficinas de la autoridad hoy demandada…” (Sic) 

folio uno de autos. 

 

2/o.- El siete de julio del año dos mil catorce, se admitió la demanda 

en la forma propuesta, ordenándose correr traslado de ella a la 

autoridad demandada, misma que fue notificada en fecha diez de julio 

del año dos mil catorce, como se  advierte a foja once, quien 

compareció a juicio oportunamente, tal como se señala del auto de 

fecha  doce de enero del año dos mil quince.  
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3/o.- A través del acuerdo emitido el día diecinueve de noviembre del 

año dos mil quince, se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes, 

por lo que de conformidad con el artículo 81, de la Ley de Justicia 

Administrativa, se señaló hora y fecha para el desahogo de la 

AUDIENCIA FINAL, la cual fue efectuada el día quince de enero del 

año dos mil dieciséis, en la que se desahogaron las pruebas ofrecidas 

por las partes, asimismo, se recibió de las partes escrito de alegatos, el 

cual se glosó a los autos, ordenándose dictar sentencia, misma que hoy 

se pronuncia; y:  

 

C O N S I D E R AN D O 

 

      I.- Esta Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Estado, es competente para resolver en definitiva el presente juicio 

de conformidad con los artículos 1, 16, 30, 36, 38, 39, 81, 84 y 86 de 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado. 

 

      II.-  Con relación al acto  reclamado el actor  hizo  valer como 

agravios, los expresados en su escrito inicial de demanda, los cuales se 

tienen aquí por reproducidos como si se insertaran a la letra; sin que 

esto implique infringir disposiciones legales, pues no hay precepto 

alguno que establezca la obligación de llevar a cabo la trascripción; 

además de que, la omisión no deja en estado de indefensión al quejoso 

pues no se priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar 

lo que estime pertinente para demostrar en su caso, la ilegalidad de la 

misma. Sirve de apoyo a lo anterior la siguiente jurisprudencia: 

“...Registro No. 196477. Localización:. Novena Época. Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta VII, Abril de 1998. Página: 599. Tesis: VI.2o. J/129. Jurisprudencia. 

Materia(s): Común. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ 

OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no 

transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, 

no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual 

sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la 

obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión 

no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la 

oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente 

para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. SEGUNDO TRIBUNAL 
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Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Tabasco COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 374/88. Antonio 

García Ramírez. 22 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: 

José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Amparo en revisión 

213/89. Jesús Correa Nava. 9 de agosto de 1989. Unanimidad de votos. 

Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Nelson Loranca Ventura. 

Amparo en revisión 322/92. Genoveva Flores Guillén. 19 de agosto de 1992. 

Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 

Alberto González Álvarez. Amparo en revisión 673/97. José Luis Pérez Garay 

y otra. 6 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 

Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. Amparo en revisión 

767/97. Damián Martínez López. 22 de enero de 1998. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de tribunal autorizado por 

el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 

de Magistrado. Secretario: José Zapata Huesca...”.  

 

      III.- La autoridad demandada PRESIDENTE MUNICIPAL Y 

DIRECTOR DE ATENCIÓN CIUDADANA DEL H. AYUNTAMIENTO 

CONSTITUCIONAL DEL MUNICIPIO DE CENTRO, TABASCO, 

controvirtieron los agravios expuestos por el actor, mismos que de 

igual forma se tienen aquí reproducidos como se insertaran a la letra; 

sin que esto implique infringir disposiciones legales, pues no hay 

precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo la 

trascripción; en base a la tesis jurisprudencial señalada con 

anterioridad. De lo que las citadas autoridades no tienen relación con el 

acto impugnado, siendo la autoridad responsable el Sistema de Agua y 

Saneamiento (SAS).   

 

      IV.- Por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente 

por imperativo del último párrafo del artículo 42 de la Ley de Justicia 

Administrativa, que dispone que las causas de improcedencia en él 

enunciadas deberán de examinarse de oficio, por lo que esta Sala 

procede a su análisis con la independencia que las hagan valer o no las 

partes, máxime así lo ha reiterado la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la tesis de jurisprudencia que es del rubro y texto siguiente:  

“…Registro No. 222780. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VII, 

Mayo de 1991. Página: 95. Tesis: II.1o. J/5. Jurisprudencia. Materia(s): 

Común. IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO. Las 
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causales de improcedencia del juicio de amparo, por ser de orden público 

deben estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que 

sea la instancia. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Recurso de revisión 827/88. Comisariado Ejidal de Tepatepec, Municipio de 

Francisco I. Madero, Hidalgo. 8 de febrero de 1989. Unanimidad de votos. 

Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: Santiago F. Rodríguez 

Hernández. Recurso de revisión 7/89. María Antonieta Puertas Ibarra y otra. 

23 de febrero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja 

Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González. Amparo directo 205/89. 

María Esther Reyes Valdez. 4 de mayo de 1989. Unanimidad de votos. 

Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis Flores González. 

Amparo directo 281/89. Ofelia Serrano de Hernández. 18 de mayo de 1989. 

Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. Secretario: José Luis 

Flores González. Amparo directo 531/89. Jorge Godínez Márquez. 7 de 

febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. 

Secretario: Fernando Lundez Vargas. Genealogía: Gaceta número 41, mayo 

de 1991, página 81. Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Segunda Parte, tesis 

814, página 553…”. 

 

      Esta Sala estima que en la especie  se actualiza causal de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio, ya que si bien es cierto que 

con el oficio que le contestó la autoridad demandada que en este caso 

la dependencia responsable de contestarle al actor es el Sistema de 

Agua y Saneamiento, mismo que le contesta al hoy quejoso por 

medio del oficio  SCO/3105/14, de fecha cinco de agosto del año 

dos mil catorce, como se observa a folio 25 del presente expediente; 

mismo que al intentar notificarle al quejoso en el domicilio que ya 

había señalado en Andador Cardenal número 303,Colonía Infonavit   

Industrial, domicilio que la autoridad acudió en fecha seis de agosto del 

año dos mil catorce, y al no ver habitada la citada vivienda hace el 

razonamiento el porqué no pudo notificar al c. Andrés Ilich Jiménez 

Córdova, que al no encontrase el hoy actor, se procedió a realizar la 

cédula de notificación respectiva, de lo que el actor debió de acudir 

personalmente a la dependencia para recibir el documento de 

contestación de la autoridad; al no hacerlo  esta Sala declara que la 

autoridad  procedió de manera correcta a la notificación del oficio de 

contestación al actor, por la razón que la autoridad ha cumplido con su 

cometido constitucional de contestar; por lo que en virtud de que a 

juicio de ésta Sala se actualizan las causales de improcedencia y 

sobreseimiento, a que aluden los artículos 42 y 43, de la Ley de 
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Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Tabasco Justicia Administrativa en vigor en el Estado, ante tal situación, esta 

Sala no se encuentra obligada al estudio del presente negocio jurídico. 

 

      En la especie, es importante decir, que el derecho de petición es 

un medio tutelado para el gobernado que debe ser respetado por la 

autoridad, ya que el no cumplirlo equivaldría a limitar, restringir o 

disminuir la garantía que lo consagra, pues el artículo 8, de la 

Constitución Política Federal, impone ese deber correlativo a quienes 

ejercen el poder público, ya que entre otras dispone: “…Los 

funcionarios y empleados públicos respetaran el ejercicio del 

derecho de petición siempre que este se formule por escrito, de 

manera pacífica y respetuosa. A toda petición deberá recaer un 

acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual 

tiene la obligación de hacerlo conocer en breve término el 

peticionario…”, Por su parte, el artículo 7, de la Constitución Política 

Local, señala que: “…Son derechos de los ciudadanos 

Tabasqueños.. ejercer el de petición por escrito, en forma 

pacífica y respetuosa; a toda petición la autoridad ante quien se 

ejercita, dictará su proveído dentro  de los quince días cuando 

las leyes no señalen otros términos...”; de los preceptos legales 

transcritos expresamente establecen que a toda petición por escrito 

deberá recaer un acuerdo también por escrito, el cual la autoridad 

responsable debe hacer del conocimiento al peticionante en breve 

término, esto es, que se impone a las autoridades cualquiera que sean 

estás la obligación de notificar debidamente al solicitante el acuerdo 

que recaiga como contestación.   

 

      Luego entonces, si el quejoso Andrés Ilich Jiménez Córdova, 

reclamó del Presidente Municipal y del Director de Atención 

Ciudadana del H. Ayuntamiento Constitucional del Municipio de 

Centro,  el hecho que “no le habían contestado a su escrito de petición 

de fecha seis de mayo de dos mil catorce”, de lo anterior el quejoso  

manifiesta que le agravia el que en dos ocasiones ha tenido 

inundaciones en su casa habitación, ocasionándole daños a su 

patrimonio, causándole pérdidas económicas, y dice que todo por falta 

de un cárcamo en su zona. La contestación de la autoridad 
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correspondiente siendo la Dirección del Sistema de Agua y 

Saneamiento del H. Ayuntamiento Constitucional del Municipio 

de Centro, Tabasco, le contestó en fecha cinco de agosto del año dos 

mil catorce, misma respuesta que al querer entregársela al actor en el 

domicilio que indicó, no lo encontraron en ese domicilio, quedando 

asentado por la autoridad el acta circunstanciada en el que se 

especifica que no se encontraba habitada la casa habitación; de lo que 

entonces el actor se da por recibido tal notificación. De lo anterior 

manifestado, se advierte que efectivamente la autoridad realiza el 

escrito de contestación, haciendo la legal notificación quedando la 

respuesta que debe realizar adecuada, congruente y fundada para así 

dar cumplimiento al precepto constitucional; aunado a esto,  el quejoso 

debió recibir el acta circunstanciada con la contestación de la 

autoridad, por haber sido dejada en el domicilio que señaló el quejoso, 

como bien obra en autos del presente expediente a folio 24 y 25; 

entonces, es de hecho que el quejoso al observar en su domicilio la 

citada respuesta, debió manifestarse ante esta Sala tal hecho; ya que 

la la autoridad está facultada para notificarle por estrados de la 

autoridad de conformidad a los artículos 130, 131 y 132 del Código de 

Procedimientos Civiles de Tabasco, aplicado de manera supletoria a la 

autoridad.  

 

      El artículo octavo de la Constitución Federal, señala la obligación 

que tienen los servidores públicos de atender y dar respuesta a las 

peticiones planteadas por los habitantes de la República Mexicana, y, 

en este caso no queda excluido el Estado de Tabasco; trasladada al 

ámbito administrativo, premisa que puede desprenderse del texto de 

este artículo es la siguiente, la Administración Pública tiene la 

obligación de resolver expresamente todos los procedimientos que ante 

ella tramiten y, además, debe notificar oportunamente de la resolución 

recaída.  Aquí el término oportunamente debe entenderse “dentro de 

un plazo determinado”, y además, debe atenderse que la 

Administración Pública sólo puede resolver aquellos asuntos que le 

competen, como es el caso que nos ocupa en la presente sentencia, 

que es en la Coordinación del Sistema de Agua y Saneamiento del H. 

Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Centro, Tabasco. 
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Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Tabasco       En la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado 

de Tabasco, en su artículo 7o. fracción IV. Dice: 

“Ejercer el de petición por escrito, en forma pacífica y respetuosa, a 

toda petición la autoridad ante quien se ejercite, dictará su proveído 

dentro de quince días hábiles cuando las leyes no señalen otros 

términos; y”. 

      En el Estado de Tabasco, para la contestación de la Autoridad en 

apego al artículo 7º. Constitucionales es una premisa que ha devenido 

un elemento básico del Estado de Derecho, pues su cumplimiento 

permite un  nivel de seguridad y certidumbre que termina por legitimar 

ante el ciudadano las instituciones públicas, siempre y cuando las 

resoluciones sean ajustadas al sistema jurídico y no tengan elementos 

que puedan presumirse de arbitrarios o ilegales. 

      En relación sobre la institución del silencio administrativo, que 

aunque no se encuentra desarrollada o advertida en el contenido del 

artículo octavo constitucional y de igual manera no está contemplado 

en el artículo séptimo de la Constitución del Estado de Tabasco, ha sido 

siempre vinculada a la obligación que tiene la Administración Pública de 

resolver las peticiones que se le plantean, en la esfera de sus 

competencias.  Debe pues entenderse esta aproximación en tal 

tesitura, y por la visión ordinaria de que la Administración Pública se 

convierte en el sujeto obligado a responder las peticiones o trámites 

formulados. 

      Pareciera que la regla general del silencio administrativo queda 

enmarcada en el contexto de la negativa, ya que siempre la 

interpretación que se hace del silencio aparece siempre relacionada con 

el interés de un particular que se concreta en una reclamación 

destinada a obtener una manifestación autoexhortativa  por parte de la 

autoridad a la cual se ha dirigido.  En tal perspectiva el silencio de ésta 

debe  entenderse en el sentido de que no se satisface el interés 

reclamado, o de que se niegue lo pedido.  De igual manera se ha 

señalado que la importancia de considerar a la negativa ficta como una 

figura diversa a la violación del derecho de petición, es que el punto 

que permite tal distinción es el alcance procesal, diverso en cada uno. 
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Así, mientras “la impugnación de la violación al derecho de petición 

conlleva el  presupuesto de una ausencia de contestación y tendrá 

como efectos obligar a la autoridad a que emita una resolución expresa 

en un tiempo determinado, en tanto que la impugnación de la 

resolución de la negativa ficta, trae como consecuencia el presupuesto 

de una resolución presuntamente desfavorable y, en tal sentido, tiende 

a resolver respecto de las pretensiones planteadas originalmente en la 

petición o recurso presuntamente negados por la autoridad. De lo que 

en concreto, el hoy quejoso Andrés Ilich Jiménez Córdova,  reclama la 

contestación de la autoridad, misma que en el presente expediente se 

ha comprobado que ha sido contestada tal petición. 

 

      En las narradas consideraciones, debe concluirse que el artículo 7 

de la Constitución Política del Estado, establece que el derecho de 

petición lo puede ejercer cualquier persona frente a toda clase de 

autoridades en solicitud de algo, así como el deber correlativo 

impuesto a quienes ejercen el poder público de dar congruente 

contestación por escrito a los pedimentos que se les hagan, situación 

que la autoridad a cumplido al dar contestación congruente, 

debidamente fundada y motivada, a la solicitud hecha por el  

ciudadano Andrés Ilich Jiménez Córdova, de fecha cinco de agosto 

del año dos mil quince; cumpliendo así como a notificarle la misma en 

breve termino, al domicilio que ha señalado en su escrito de petición, 

en los términos que ordena la Ley de Justicia Administrativa y/o el 

Código de Procedimientos Civiles en vigor en el Estado, aplicado en 

forma supletoria al ordenamiento legal señalado primeramente. 

      

Con lo anteriormente ya descrito, para así demostrar que la parte 

actora recibió la contestación de la autoridad por instructivo, esta Sala 

entonces, al no encontrar motivos suficientes para proseguir con el 

presente juicio, ya que existe evidencia de que fue notificado del oficio 

de contestación en fecha CINCO DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL 

QUINCE, entonces, no hay lugar a dudas de que en la especie se 

dilucida la causal de improcedencia mencionada, lo que obliga a esta 

Sala a sobreseer el juicio en los términos de la fracción IV, del artículo 

43 de la norma administrativa, que a la letra dice los siguiente: “… 
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Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Tabasco ARTÍCULO 43: Procede el sobreseimiento del juicio, IV.- Cuando 

la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del 

actor…”; Entonces pues, queda demostrado que por  existir 

constancia que demuestra  que el hoy actor Andrés Ilich Jiménez 

Córdova, fue notificado de la contestación debida de la autoridad 

mediante el oficio SCO/3105/14, de fecha CINCO DE AGOSTO DEL AÑO 

DOS MIL CATORCE, , comprobante que obra a folio 25 del presente 

expediente. 

 

     En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 1 y 121 fracción IX y 

73  fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública Gubernamental; y, el artículo 8 del Reglamento de la Ley antes 

referida, dígasele a las partes que la sentencia que se dicte en el 

presente asunto, estará a disposición del público para su consulta 

cuando así lo soliciten, conforme al procedimiento de acceso a la 

información, así también, que tienen derecho para oponerse a la 

publicación de sus datos personales en la misma, por lo que, tal 

manifestación la deberán hacer durante la tramitación del juicio. Lo 

anterior, con el objeto de que cuando se presente una solicitud de 

acceso a las sentencias que haya causado estado, no impida conocer el 

criterio sostenido por el órgano jurisdiccional.       

 

 

Por lo expuesto y fundado, con fundamento en los artículos 1, 16, 30, 

36, 38, 39, 43 fracción IV, de la Ley de Justicia Administrativa, es de 

resolver y se:  

 

                       R E S U E L V E  

 

          PRIMERO.- Se sobresee el presente juicio contencioso 

administrativo que promovió el C ANDRÉS ILICH JIMÉNEZ CÓRDOVA,  por las 

razones que se precisaron en el Considerando IV, de la presente resolución. 

 
 

          SEGUNDO.- Que mediante Acuerdo general S-S/001/2017, del 

Pleno de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, de 
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fecha veintiocho de agosto de dos mil diecisiete, se ordena la fijación y 

adscripción de Magistrados de las Salas Unitarias; quedando la 

Magistrada Luz María Armenta León adscrita a la Tercera Sala.  

 

 

 

           TERCERO.- Se hace del conocimiento de las partes, que con 

fecha quince de julio de dos mil diecisiete, se publicó en el Periódico 

Oficial del Estado, suplemento 7811-B, decreto 108, en el que abrogó 

la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Tabasco, el 

diecinueve de febrero de mil novecientos noventa y siete, y se aprueba 

la nueva Ley Administrativa, donde se instituye el tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Tabasco.  

 

Notifíquese a las partes, hecho que sea anótese en el Libro de Registro 

como asunto totalmente concluido y en su oportunidad archívese la 

presente causa.- Cúmplase.  

 

Así lo resolvió, manda y firma, la ciudadana Licenciada LUZ MARÍA 

ARMENTA LEÓN, Magistrada de la Tercera Sala del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo, ante la Licenciada GLORIA BEATRIZ 

HERNÁNDEZ MÁRQUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta, que 

autoriza y firma. DOY FE.  

  
  

  
  

Seguidamente se publicó en la lista de acuerdos del día DIECINUEVE 
de los corrientes.- La Secretaria de  Acuerdos.- -  

  

  

  

Eliminados los nombres y datos personales de personas físicas (actores). Fundamento Legal: artículo 124 y 

128, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Tabasco.  Artículos 22 y 

23 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de 

Tabasco, así como el numeral Quincuagésimo noveno de los Lineamientos Generales en Materia de 

 

 

 

  

Clasificación  y  Desclasificación  de  la  Información,  así  como  para  la  Elaboración  de  Versiones  Públicas  y  el 
acuerdo TJA-CT-EXT-001/2018 del Comité de Transparencia y Acceso a la Información del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Tabasco .- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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